
 
 

ACUERDO DE SALA PLENA N° 007-2020/TCE: ACUERDO DE SALA PLENA 
SOBRE LA PROCEDENCIA DE LA SANCIÓN DE INHABILITACIÓN DEFINITIVA 

ANTE LA COMISIÓN DE INFRACCIONES SANCIONADAS CON MULTA. 

 
 

El 21 de agosto de 2020, se publicó en el Diario Oficial El Peruano el Acuerdo de Sala 
Plena No. 007-2020/TCE, mediante la cual se comunica la procedencia de la sanción 
de inhabilitación definitiva ante la comisión de infracciones sancionadas con multa. 
 
A continuación, presentamos un breve resumen del análisis efectuado por la Sala Plena 
del Tribunal de Contrataciones del Estado: 
 

• La Sala indica que, atendiendo a lo dispuesto en el numeral 50.4 del artículo 50 de 
la Ley No. 30225, se ha previsto distintas sanciones dependiendo del tipo de 
conducta infractora en que se haya incurrido, clasificándolas en multa, 
inhabilitación temporal e inhabilitación definitiva. La sanción de multa se ha 
establecido de forma expresa para determinadas conductas infractoras que, según 
la valoración recogida en la Ley, poseen carácter leve, sin que se observe 
disposición en contrario que conlleve a asumir que su ocurrencia pueda generar la 
aplicación de sanciones más graves, como lo sería la sanción de inhabilitación 
definitiva.  

 

• Cabe tener en cuenta que la regulación vigente es el resultado de una reevaluación 
efectuada a la normativa derogada, respecto del tipo de sanción que corresponde 
atribuir a las infracciones administrativas, antes castigadas en su integridad con 
sanción de inhabilitación, según se puede apreciar de lo establecido en la 
derogada Ley de Contrataciones del Estado, contenida en el Decreto Legislativo 
No. 1017.  

 

• Por tanto, a tenor de lo establecido en la Ley Nº 30225, ante la ocurrencia de las 
infracciones tipificadas en los literales a), b), d), e), k), l), m) y n) del numeral 50.1 
del artículo 50 de la Ley, corresponde la sanción de multa. En esa línea, y conforme 
al principio de inaplicabilidad por analogía de las normas que restringen derechos, 
previsto en el numeral 9 del artículo 139 de la Constitución, ante la comisión de 
alguna de las infracciones tipificadas en los mencionados literales, no puede 
aplicarse sanción distinta a la multa, constituyendo una interpretación en contrario 
una violación a dicho principio.  

 

• En este contexto, según lo establecido en el literal c) del numeral 50.4 del artículo 
50 de la Ley, la sanción de inhabilitación definitiva para ser postor o contratista del 
Estado constituye la consecuencia más grave que se impone a un proveedor que 
posee reiterancia o reincidencia en la comisión de infracciones sancionadas con 
inhabilitación temporal; por lo tanto, solo las infracciones merecedoras de una 
sanción de inhabilitación pueden generar una nueva sanción de inhabilitación 
definitiva, cuando concurren las condiciones previstas en la citada norma. 

 

• Sin perjuicio de ello, continúa la Sala, aun cuando se considere que la normativa 
vigente no establece parámetros expresos sobre el supuesto objeto del presente 
acuerdo, la interpretación que realice el Tribunal de Contrataciones del Estado 
para determinar su real alcance, no puede vulnerar el principio in dubio pro 
administrado, y establecer una consecuencia menos favorable para el 
administrado que aquella que sí se encuentra expresamente prevista.  



 

• Por lo tanto, la Sala concluye que solo corresponde imponer sanción de 
inhabilitación definitiva al administrado que ha incurrido en alguna de las 
infracciones sancionadas con inhabilitación temporal, siempre que se cumplan con 
las condiciones previstas en el literal c) del numeral 50.4 del artículo 50 de la Ley, 
y, en consecuencia, en ningún caso, es posible imponer sanción de inhabilitación 
definitiva para infracciones que la normativa sanciona con multa. 

 
Así, la Sala Plena del Tribunal de Contrataciones del Estado, por mayoría, arribó al 
siguiente acuerdo: 
 

• No es posible imponer sanción de inhabilitación definitiva en los casos que se 
determine responsabilidad administrativa por la comisión de infracciones para 
las cuales la normativa prevé una sanción de multa.  

 
• El Acuerdo de Sala Plena entrará en vigencia a partir del día siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial El Peruano. 
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